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ASUNTO: MODIFICACIONES EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE 
CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO A RAÍZ DEL REAL DECRETO-LEY 
4/2013, DE MEDIDAS DE APOYO AL EMPRENDEDOR Y DE ESTÍMULO 
DEL CRECIMIENTO Y DE LA CREACIÓN DE EMPLEO. 
 
 
I.- INTRODUCCIÓN 

 
El día 23 de febrero de 2013 se ha publicado en el Boletín Oficial del 

Estado el Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al 
emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo. 

 
Esta norma forma parte de la Estrategia de Emprendimiento y Empleo 

Joven 2013-2016 que contempla una serie de medidas destinadas a impulsar 
la contratación juvenil y el emprendimiento y contribuir así a la reducción del 
desempleo en este colectivo. 
 

El Real Decreto-ley ha introducido en su artículo 15, y en su disposición 
final sexta, varias modificaciones y nuevas disposiciones al TRLCSP. En 
concreto se han modificado los artículos 216.4, 222.4 y la disposición 
adicional decimosexta apartado 1º, letra f). 
 

Además, se han añadido dos nuevas disposiciones adicionales, la 
Trigésima segunda y la Trigésima tercera.  

II. PAGO DEL PRECIO.  

El artículo 216.4 queda redactado de la siguiente forma: 
 

La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los 
treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o 
de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el 
contrato de los bienes entregados o servicios prestados, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 222.4, y si se demorase, deberá abonar al 
contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo de treinta días los 
intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los 
términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se 
establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales.  
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de 
intereses, el contratista deberá de haber cumplido la obligación de presentar la 
factura ante el registro administrativo correspondiente, en tiempo y forma, en el 
plazo de treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la 
prestación del servicio. 

 
Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 222.4 y 235.1, la 

Administración deberá aprobar las certificaciones de obra o los documentos 
que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes 
entregados o servicios prestados dentro de los treinta días siguientes a la 
entrega efectiva de los bienes o prestación del servicio, salvo acuerdo expreso 
en contrario establecido en el contrato y en alguno de los documentos que rijan 
la licitación. 

 
En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para 

presentar la factura ante el registro administrativo, el devengo de intereses no 
se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la fecha de presentación de la 
factura en el registro correspondiente, sin que la Administración haya aprobado 
la conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono. 

III. CUMPLIMIENTO DE LOS CONTRATOS Y RECEPCIÓN DE LA 
PRESTACIÓN.  

El artículo 222.4 queda redactado de la siguiente forma: 
 

Excepto en los contratos de obras, que se regirán por lo dispuesto en el 
artículo 235, dentro del plazo de treinta días a contar desde la fecha del acta 
de recepción o conformidad, deberá acordarse y ser notificada al contratista la 
liquidación correspondiente del contrato, y abonársele, en su caso, el saldo 
resultante. No obstante, si la Administración Pública recibe la factura con 
posterioridad a la fecha en que tiene lugar dicha recepción, el plazo de treinta 
días se contará desde que el contratista presente la citada factura en el 
registro correspondiente. Si se produjera demora en el pago del saldo de 
liquidación, el contratista tendrá derecho a percibir los intereses de demora y la 
indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 
3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales. 
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III. USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS, INFORMÁTICOS Y TELEMÁTICOS 
EN LOS PROCEDIMIENTOS REGULADOS EN LA LEY. 
 

La disposición adicional decimosexta, apartado 1º, letra f) queda 
redactado de la siguiente forma: 
 

El empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los 
procedimientos contemplados en esta Ley se ajustará a las normas siguientes:  

 
(…) 

 
f) Todos los actos y manifestaciones de voluntad de los órganos 
administrativos o de las empresas licitadoras o contratistas que tengan 
efectos jurídicos y se emitan a lo largo del procedimiento de contratación 
deben ser autenticados mediante una firma electrónica reconocida de 
acuerdo con la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica. 
Los medios electrónicos, informáticos o telemáticos empleados deben 
poder garantizar que la firma se ajusta a las disposiciones de esta 
norma. 
 
No obstante lo anterior, las facturas electrónicas que se emitan en los 
procedimientos de contratación se regirán en este punto por lo dispuesto 
en la normativa especial que resulte de aplicación.” 

 
IV. FORMALIZACIÓN CONJUNTA DE ACUERDOS MARCO PARA LA 
CONTRATACIÓN DE SERVICIOS QUE FACILITEN LA INTERMEDIACIÓN 
LABORAL. 
 

La nueva disposición adicional trigésima segunda: 
 

La Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal y los 
órganos de contratación competentes de las Comunidades Autónomas, así 
como de las entidades y organismos dependientes de ellas e integrados en el 
Sistema Nacional de Empleo, podrán concluir de forma conjunta acuerdos 
marco con uno o varios empresarios con el fin de fijar las condiciones a que 
habrán de ajustarse todos los contratos de servicios de características 
homogéneas definidos en los convenios a que se refiere el párrafo siguiente 
para facilitar a los Servicios Públicos de Empleo la intermediación laboral y que 
se pretendan adjudicar durante un período determinado, siempre que el 
recurso a estos instrumentos no se efectúe de forma abusiva o de modo que la 
competencia se vea obstaculizada, restringida o falseada. 
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Esta conclusión conjunta de acuerdos marco se realizará con arreglo a 
lo dispuesto en el Capítulo II del Título II del Libro III y previa adopción del 
correspondiente convenio de colaboración entre el Servicio Público de Empleo 
Estatal y las Comunidades Autónomas o las entidades y organismos 
dependientes de ellas e integrados en el Sistema Nacional de Empleo no 
podrán ser objeto de estos contratos marco las actuaciones de intermediación 
laboral que puedan preverse en los procedimientos de selección de personal 
laboral temporal por parte de las Administraciones Públicas, debiendo 
realizarse dicha intermediación exclusivamente y de manera directa por los 
correspondientes servicios públicos de empleo 
 
V. OBLIGACIÓN DE PRESENTACIÓN DE FACTURAS EN UN REGISTRO 
ADMINISTRATIVO E IDENTIFICACIÓN DE ÓRGANOS. 
 

La nueva disposición adicional trigésima tercera: 
 

El contratista tendrá la obligación de presentar la factura que haya 
expedido por los servicios prestados o bienes entregados ante el 
correspondiente registro administrativo a efectos de su remisión al órgano 
administrativo o unidad a quien corresponda la tramitación de la misma. 
 

En los pliegos de cláusulas administrativas para la preparación de los 
contratos que se aprueben a partir de la entrada en vigor de la presente 
disposición, se incluirá la identificación del órgano administrativo con 
competencias en materia de contabilidad pública, así como la identificación del 
órgano de contratación y del destinatario, que deberán constar en la factura 
correspondiente. 
 
VI. OTRAS MODIFICACIONES SUSTANCIALES QUE AFECTAN A LA 
CONTRATACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO 
 

1) Reforma del tipo legal de interés de demora. 
 
Se modifica la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, 
en concreto, y en lo que en mayor medida afecta a la contratación 
pública, se reforma el tipo legal de interés de demora que el deudor 
estará obligado a pagar, que pasa de siete a ocho puntos porcentuales 
los que se han de sumar al tipo de interés aplicado por el Banco Central 
Europeo a su más reciente operación principal de financiación y, en lo 
que se refiere a la indemnización por costes de cobro se prevé que en 
todo caso se han de abonar al acreedor una cantidad fija de 40 euros, 
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sin necesidad de petición previa, que se añadirán a la que resulte de la 
reclamación que sigue correspondiéndole por los gastos en que se 
incurrió para conseguir el cobro de la cantidad adeudada.  
 

Además, desaparece el anterior límite de esta indemnización, que 
no podía superar el 15 por ciento de la deuda principal. En esta 
indemnización se podrán incluir, entre otros, los gastos que la mora ha 
comportado para el acreedor por la contratación de un abogado o de 
una agencia de gestión de cobro. 

 
2) Ampliación del Plan de Pago a Proveedores. 

 
Se amplía el Plan de Pago a Proveedores con más de 2.600 

millones de euros, dando una segunda oportunidad a proveedores de 
Entidades Locales y Comunidades Autónomas ya incluidas en el Plan, 
así como ampliando el ámbito de aplicación a nuevas Administraciones. 
En concreto, se permite la adhesión a Entidades Locales del País Vasco 
y Navarra incluidas en el modelo de participación en tributos del Estado 
y a las mancomunidades de municipios. En cualquier caso, se mantiene 
la limitación temporal a facturas anteriores al 1 de enero de 2012. 
Además, se amplía el tipo de facturas que se podrán acoger al Plan, lo 
cual también se aplica a los municipios y Comunidades Autónomas 
incluidos en la primera fase.  

 
En concreto, los nuevos contratos incluidos en esta ampliación 

son los correspondientes a concesiones administrativas, encomiendas 
de gestión, convenios, contratos de arrendamiento de inmuebles, 
contratos relacionados con los sectores del agua, la energía, los 
transportes y los servicios postales, determinados contratos de 
concesión de obras públicas, determinados contratos de gestión de 
servicios públicos y contratos de colaboración público-privada 

 
VII.- CONCLUSIÓN 

El Real Decreto-ley 4/2013 adopta medidas, con carácter de urgencia, 
dirigidas a desarrollar la Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven, a 
fomentar la financiación empresarial a través de mercados alternativos, a 
reducir la morosidad en las operaciones comerciales y, en general, a fomentar 
la competitividad de la economía española. 

Entre ellas, algunas relativas al ámbito de la contratación pública, que 
vienen a modificar las establecidas en el TRLCSP relativas al: plazo del pago 
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del precio por parte de la Administración; al cumplimiento de los contratos y 
recepción de la prestación; y al uso de medios electrónicos, informáticos y 
telemáticos en los procedimientos regulados en la Ley.  

Además, se incluyen novedades respecto a la formalización conjunta de 
acuerdos marco para la contratación de servicios que faciliten la intermediación 
laboral y la obligación de presentación de facturas en un registro 
administrativo, así como la identificación de órganos. 


